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PLENO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“GARANTÍAS Y CONTRAGARANTÍAS EN EL INCIDENTE DE REPARACIÓN
DE DAÑOS Y PERJUICIOS. EL PLAZO DE 6 MESES ESTABLECIDO EN EL
ARTÍCULO 129 DE LA LEY DE AMPARO VIGENTE HASTA EL 2 DE ABRIL DE
2013 PARA PROMOVERLO, SE COMPUTA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE A
AQUEL EN QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN O EL
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO NOTIFICA A LAS PARTES LA
EJECUTORIA DE AMPARO. La suspensión en el juicio de amparo es una medida
precautoria por la cual la autoridad judicial federal ordena detener temporalmente la
ejecución del acto reclamado mientras se decide si es violatorio de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. Conforme al artículo 125 de la Ley de Amparo
abrogada, si la autoridad que se pronuncia sobre la medida cautelar advierte que su
concesión causará daños y perjuicios al tercero perjudicado, debe fijar garantía suficiente a
cargo del beneficiario de la medida para responder por ellos. Por su parte, el tercero
perjudicado puede otorgar contragarantía para ejecutar el acto cuya constitucionalidad se
reclama. Una vez concluido el juicio de amparo, si el tercero perjudicado o el quejoso
consideran -el primero en caso de que se niegue la protección constitucional y el segundo
en caso de que se le conceda- que resintieron daños o perjuicios derivados de la suspensión
o de la ejecución del acto reclamado, tienen la oportunidad de promover, dentro del plazo
de 6 meses, el incidente regulado en el artículo 129 de la Ley de Amparo abrogada, para
hacer efectiva la garantía o la contragarantía otorgada a propósito de la suspensión. Para
tales efectos, específicamente en un juicio de amparo indirecto en el que se promueve
recurso de revisión, el plazo de 6 meses contará a partir del día siguiente a aquel en que la
Suprema Corte de Justicia de la Nación o el Tribunal Colegiado de Circuito notifican a las
partes la ejecutoria de amparo, de acuerdo con las reglas estipuladas en el artículo 29 de la
referida Ley de Amparo.

Contradicción de tesis 542/2012. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados del
Vigésimo Sexto Circuito y Tercero del Vigésimo Primer Circuito, actualmente Primero en
Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito. 3 de mayo de 2016.
Mayoría de seis votos de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Fernando
Franco González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Eduardo Medina Mora I., Javier
Laynez Potisek y Alberto Pérez Dayán; votaron en contra José Ramón Cossío Díaz,
Margarita Beatriz Luna Ramos, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña
Hernández y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretaria: María Guadalupe Adriana Ortega Ortiz.

Tesis y criterio contendientes:
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Tesis XXI.3o.2 K, de rubro: "DAÑOS O PERJUICIOS, INCIDENTE DE. EL TÉRMINO
DE SEIS MESES QUE REFIERE EL ARTÍCULO 129 DE LA LEY DE AMPARO,
DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LA FECHA EN QUE EL JUEZ DE DISTRITO
NOTIFICA A LAS AUTORIDADES LA EJECUTORIA PARA SU CUMPLIMIENTO Y
LO HACE SABER A LAS PARTES.", aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado del
Vigésimo Primer Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su
Gaceta, Novena Época, Tomo XII, julio de 2000, página 761, y

El sustentado por el Tribunal Colegiado del Vigésimo Sexto Circuito, al resolver la queja
54/2012.

El Tribunal Pleno, el veintidós de septiembre en curso, aprobó, con el número 20/2016
(10a.), la tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a veintidós de septiembre
de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 14 de octubre de 2016 a las 10:24 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 17 de octubre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“SOBRESEIMIENTO EN EL JUICIO DE AMPARO POR INEXISTENCIA DEL
ACTO RECLAMADO. EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE
AMPARO, OBLIGA AL TRIBUNAL QUE CONOZCA DEL RECURSO DE
REVISIÓN, EN AMPARO INDIRECTO, A DAR VISTA AL QUEJOSO CON SU
ACTUALIZACIÓN, PARA QUE MANIFIESTE LO QUE A SU DERECHO
CONVENGA, CUANDO NO SE HUBIESE SOBRESEÍDO EN PRIMERA
INSTANCIA POR ESA CAUSAL. Resulta compatible con el derecho fundamental de
audiencia reconocido por el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y el sistema proteccionista ampliado de la Ley de Amparo, que su artículo 64,
párrafo segundo, deba interpretarse en el sentido de que el tribunal que conozca del recurso
de revisión, en amparo indirecto, otorgue vista al quejoso para que manifieste lo que a su
derecho convenga, cuando en primera instancia no se hubiese sobreseído por inexistencia
de actos y aquél considere, oficiosamente, la actualización de dicha causal de
sobreseimiento prevista en el numeral 63, fracción IV, del ordenamiento legal indicado,
pues ese sobreseimiento le producirá el mismo resultado adverso que el consecuente a la
actualización de una causal de improcedencia, esto es, el no pronunciamiento sobre la
inconstitucionalidad alegada en la demanda de amparo que conlleve ordenar la restitución o
reparación del respeto y disfrute del derecho humano que estime transgredido. Ello,
derivado de un aspecto que no formó parte de la litis originalmente configurada, ya que, de
oficio, el sobreseimiento es introducido por un órgano eminentemente terminal, cuya
decisión al respecto ya no podrá ser cuestionada en una instancia ulterior.

Contradicción de tesis 229/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados
Segundo en Materia de Trabajo del Sexto Circuito, Primero en Materia de Trabajo del
Séptimo Circuito y Tercero de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con
residencia en Guadalajara, Jalisco. 10 de octubre de 2016. Mayoría de seis votos de los
Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, José Ramón Cossío Díaz, José Fernando Franco
González Salas, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Norma
Lucía Piña Hernández; votaron en contra Margarita Beatriz Luna Ramos, Eduardo Medina
Mora I., Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar Morales.
Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Luis Mauricio Rangel Argüelles.

Tesis y/o criterios contendientes:

Tesis VI.2o.T.2 K (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO POR
INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. AL NO UBICARSE EN LA HIPÓTESIS
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 64, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DE LA
MATERIA, EL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO QUE CONOZCA DEL
RECURSO DE REVISIÓN NO TIENE OBLIGACIÓN DE DAR VISTA AL QUEJOSO.",
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aprobada por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Sexto Circuito y
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 de agosto de 2014 a las
8:05 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 9,
Tomo III, agosto de 2014, página 1962, y

Tesis VII.1o.T.1 K (10a.), de título y subtítulo: "SOBRESEIMIENTO EN EL AMPARO
POR INEXISTENCIA DEL ACTO RECLAMADO. PARA DECRETARLO ES
INNECESARIO DAR VISTA AL QUEJOSO EN TÉRMINOS DEL SEGUNDO
PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 64 DE LA LEY DE AMPARO (ARTÍCULO 63,
FRACCIÓN IV).", aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del
Séptimo Circuito y publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 29 de
mayo de 2015 a las 9:40 horas, y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación,
Décima Época, Libro 18, Tomo III, mayo de 2015, página 2358 y

El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la
Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo en revisión
527/2015.

El Tribunal Pleno, el nueve de febrero en curso, aprobó, con el número 5/2017 (10a.), la
tesis jurisprudencial que antecede. Ciudad de México, a nueve de febrero de dos mil
diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 27 de febrero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“DERECHOS FUNDAMENTALES CON CONTENIDOS MÍNIMOS DEL DEBIDO
PROCESO. NO TODOS LOS ASPECTOS REFERENTES A REGULACIONES
PROCESALES SON PARTE DE AQUÉLLOS. Si bien existen algunos derechos
fundamentales que se proyectan como exigencias o contenidos mínimos del debido proceso
o de diversas manifestaciones de éste, ello no implica que todos los aspectos referentes a
regulaciones procesales se asuman como parte de un derecho fundamental. En efecto,
ciertos derechos fundamentales, como el de presunción de inocencia, el de defensa
adecuada o el de audiencia, por mencionar algunos, tienen un contenido cuya naturaleza
implica que operen como estándares constitucionales que se traducen en exigencias
perentorias para los procedimientos jurisdiccionales en que sean aplicables. En otras
palabras, pese al margen de apreciación o a la libertad configurativa inherente a sus
facultades constitucionales, los órganos legislativos no pueden regular procedimientos
jurisdiccionales que no cumplan, por ejemplo, con las formalidades esenciales del
procedimiento (cosa distinta será el contenido normativo mediante el cual dispongan su
cumplimiento). Así, mientras una determinada cuestión procesal no menoscabe el
contenido de un derecho fundamental, su regulación queda sujeta a la discrecionalidad del
órgano legislativo que la emita. Lo anterior no puede entenderse como un blindaje frente a
cuestionamientos en torno a la validez de las normas de carácter procesal, sino únicamente
que debe distinguirse entre aquellas que desarrollen el contenido esencial de un derecho
fundamental y aquellas que no lo hagan o que prescriban aspectos accesorios al mismo. Las
consideraciones descritas permiten entender el actuar de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación cuando, en ocasiones, estima que el desarrollo de un determinado aspecto del
debido proceso se entiende como una cuestión propiamente constitucional, pues ello
obedece a que en esos casos se está desarrollando el contenido o el alcance de un derecho
fundamental que se proyecta sobre diversas cuestiones procesales.

Amparo directo en revisión 83/2015. Fernando Cruz Mercado. 6 de abril de 2016. Cinco
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN CAMBIARIA. EN LOS JUICIOS REGIDOS
POR EL CÓDIGO DE COMERCIO ANTERIOR A LA REFORMA DE MAYO DE
1996, OPERA CUANDO TRANSCURRE POR COMPLETO EL PLAZO
RESPECTIVO EN INACTIVIDAD PROCESAL. De la interpretación del artículo 166
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito que establece, entre otras cosas, que
la demanda interrumpe la prescripción, en relación con los diversos 1041 y 1042 del
Código de Comercio y 1175 del Código Civil Federal, según la evolución histórica de las
normas mercantiles, se advierte que, a diferencia de lo previsto en los códigos de comercio
anteriores al vigente, donde la interrupción de la prescripción por demanda o interpelación
judicial daba lugar a que el plazo se computara nuevamente a partir de la última gestión
judicial, en el código vigente se adoptó el sistema establecido en el Código de Comercio
español de 1885, en el cual, sobre la base de que la demanda o la interpelación judicial
depende de la condición esencial de que el demandante venza en el juicio que promovió,
debe estimarse que la interpelación judicial resulta ineficaz y como si no hubiera existido,
cuando: 1) el actor desiste de ella; 2) caduca la instancia; o, 3) la demanda o interpelación
es desestimada; por lo cual, se prevé que en cualquiera de esos tres supuestos se
consideraría no interrumpida la prescripción por demanda o interpelación judicial. No
obstante lo anterior, los artículos 1041 y 1042 del Código de Comercio vigente, no prevén
como supuesto de interrupción de la prescripción el de la caducidad de la instancia, con lo
cual se generó un vacío en el sistema, que vino a llenarse hasta la reforma publicada en el
Diario Oficial de la Federación de 24 de mayo de 1996, al preverse dicho supuesto, pero el
vacío se mantuvo respecto de los juicios regidos con el texto del código anterior a esa
reforma, que se subsanó en parte con el criterio de la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación relativo a que para esos juicios se admite la aplicación supletoria de la
caducidad establecida en las leyes procesales locales vigentes antes de esa fecha, ya que en
algunas de ellas no se prevé dicha institución, o ésta sólo está prevista desde el
emplazamiento. Así, ante ese vacío, la norma debe integrarse para permitir el efectivo
ejercicio del derecho a la prescripción, como manifestación de la garantía constitucional de
seguridad jurídica; y esto se logra con la aplicación, por analogía, del artículo 1042 del
Código de Comercio, para estimar que cuando la prescripción se interrumpe por demanda o
interpelación judicial, vuelve a computarse por entero el plazo desde la última gestión
judicial cuando el impulso procesal corresponda a las partes, de modo que si dicho plazo se
completa en estado de inactividad procesal, la acción habrá prescrito.

Amparo directo en revisión 2746/2013. Francisco Méndez Cabello. 2 de julio de 2014.
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: José
Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado.
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“JUICIO ORAL MERCANTIL. LA OBJECIÓN DE DOCUMENTOS PREVISTA
EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 45, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PUEDE
PLANTEARSE COMO UN ACTO PROCESALMENTE VÁLIDO AL MOMENTO
DE CONTESTAR LA DEMANDA (LEGISLACIÓN REFORMADA MEDIANTE
DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 9
DE ENERO DE 2012). De la interpretación del citado precepto legal, se advierte que en
los juicios orales mercantiles la objeción de documentos puede plantearse como un acto
procesalmente válido al momento de contestar la demanda, ya que si bien es cierto que
dicho numeral alude a que únicamente podrán ser objetados en cuanto a su alcance y valor
probatorio en la audiencia preliminar, lo cierto es que esa precisión del legislador tiene el
propósito de fijar la preclusión del derecho de las partes a objetar los documentos
presentados en juicio, es decir, precisar el límite máximo en que se puede ejercer tal
prerrogativa, y después del cual queda extinguida; mas no el de impedir que tal derecho se
ejerza con antelación respecto de los documentos presentados antes de la celebración de la
audiencia preliminar en donde se determinará lo relativo a las pruebas, como es el caso de
las exhibidas con la demanda y la contestación, así como la correspondiente fijación de
acuerdos probatorios. Por tanto, si la objeción de los mencionados documentos se formuló
en la contestación, ésta debe considerarse hecha oportunamente, sin que haya necesidad de
su reiteración o ratificación en el periodo de pruebas pues, de lo contrario, es decir, limitar
la objeción a la audiencia preliminar, atentaría contra el debido proceso, restringiéndose la
defensa adecuada y el acceso efectivo a la jurisdicción. De ahí que, en aras de que exista
equilibrio procesal entre los contendientes, el demandado puede válidamente objetar las
pruebas que estime pertinentes al momento de contestar la demanda.

Contradicción de tesis 360/2015. Suscitada entre el Décimo Primer Tribunal Colegiado en
Materia Civil del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del
Segundo Circuito. 7 de septiembre de 2016. La votación se dividió en dos partes: mayoría
de tres votos por la competencia. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Mayoría de tres
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz y Jorge
Mario Pardo Rebolledo, en cuanto al fondo. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien
reservó su derecho para formular voto particular. Ausente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador.

Tesis y/o criterios contendientes:

El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el
juicio de amparo directo 259/2014, sostuvo la tesis aislada I.11o.C.74 C (10a.), de título y
subtítulo: "JUICIO ORAL MERCANTIL. LA OBJECIÓN DE DOCUMENTOS EN ÉL
NO PUEDE PLANTEARSE AL MOMENTO DE CONTESTAR LA DEMANDA,
ACORDE CON EL ARTÍCULO 1390 BIS 45 DEL CÓDIGO DE COMERCIO
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[INAPLICABILIDAD ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 14/2013
(10a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de marzo de
2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima
Época, Libro 16, Tomo III, marzo de 2015, página 2402, con número de registro digital:
2008772.

El sostenido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Segundo Circuito, al
resolver el juicio de amparo directo 708/2015, en el que determinó que de la interpretación
del artículo 1390 Bis del Código de Comercio se advierte que en los juicios mercantiles la
objeción de documentos puede plantearse como un acto procesalmente válido al momento
de contestar la demanda, ello en aras de brindar una mayor amplitud de derecho de acceso a
la justicia a las partes contendientes.

Tesis de jurisprudencia 65/2016 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos mil dieciséis.

Esta tesis se publicó el viernes 9 de diciembre de 2016 a las 10:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 12 de diciembre de 2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. LA CONSTATACIÓN DE LAS NOTAS DE
IMPORTANCIA Y TRASCENDENCIA PARA LA PROCEDENCIA DE ESTE
RECURSO DEBE REALIZARSE MEDIANTE UN EJERCICIO SUSTANTIVO DE
VALORACIÓN POR EL QUE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA
NACIÓN PLASMA SU POLÍTICA JUDICIAL. De los artículos 107, fracción IX, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21, fracción III, inciso a), de la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como del Acuerdo General Número
9/2015 del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se advierte que para que el
recurso de revisión en amparo directo sea procedente, es condición necesaria, mas no
suficiente, que subsista una genuina cuestión constitucional pues, además, es indispensable
que se determine que los méritos del asunto lo hacen importante y trascendente. Ahora
bien, en la norma constitucional no se define lo que debe entenderse por cada una de esas
propiedades, lo que implica una delegación para que sea el alto tribunal quien los desarrolle
por medio de los acuerdos generales, esto es, a partir de una facultad normativa de
reglamentación. Sin embargo, al definir lo que es importante y trascendente no debe
hacerlo arbitrariamente, sino teniendo en cuenta el propósito del Constituyente, expresado
en la iniciativa de la reforma constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación
de 11 de junio de 1999, en la que se concluyó que era imprescindible permitir a la Suprema
Corte concentrar todos sus esfuerzos en el conocimiento y la resolución de aquellos asuntos
inéditos o que comprendan un alto nivel de importancia y trascendencia y que, por tal
razón, impactan en la interpretación y aplicación del orden jurídico nacional. En efecto, a
partir de dicha reforma, el artículo 107, fracción IX, de la Constitución Federal, reserva a la
Suprema Corte la facultad de definir los casos que son de importancia y trascendencia para
efectos de su procedencia, lo que no sucedía antes de ese momento, pues la procedencia no
se condicionaba a ningún juicio de relevancia, lo que implicaba que su admisión no fuera
discrecional. Así, en la Décima Época del Semanario Judicial de la Federación, el Acuerdo
General Plenario 9/2015 reglamenta los conceptos de importancia y trascendencia en
términos flexibles, al limitarse a establecer que la resolución correspondiente debe dar lugar
a un pronunciamiento novedoso o de relevancia para el orden jurídico nacional; en ese
sentido, la actualización de estos requisitos debe realizarse caso por caso, buscando
contestar la pregunta si de declararse la procedencia del recurso, ello permitiría a la
Suprema Corte, como Tribunal Constitucional, emitir un pronunciamiento sobre una
cuestión novedosa y de relevancia para el orden jurídico pues, en caso contrario, ha de
declararse improcedente el recurso intentado. De ahí que la constatación de las notas de
importancia y trascendencia para la procedencia del recurso de revisión en amparo directo,
se realiza mediante un ejercicio sustantivo de valoración por el que la Suprema Corte de
Justicia de la Nación plasma su política judicial.



10

Amparo directo en revisión 5833/2014. Fernando Rión Autrique y otros. 28 de octubre de
2015. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, Jorge
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena.
Secretario: David García Sarubbi.

Amparo directo en revisión 6212/2014. Daniel Israel Vargas Hernández. 22 de junio de
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Jorge Mario Pardo
Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, quien formuló voto concurrente y Alfredo
Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Patricia del
Arenal Urueta.

Amparo directo en revisión 5564/2015. 6 de julio de 2016. Cinco votos de los Ministros
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo
Rebolledo. Secretaria: Mercedes Verónica Sánchez Miguez.

Amparo directo en revisión 1701/2016. Gustavo Moreno Ávalos. 13 de julio de 2016.
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz,
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz
Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Amparo directo en revisión 2162/2016. Transportes Gommar, S.A. de C.V. 31 de agosto de
2016. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío
Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez
Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Justino Barbosa Portillo.

Tesis de jurisprudencia 32/2017 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal,
en sesión de cinco de abril de dos mil diecisiete.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 24 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN. SUPUESTO EN EL QUE LA
INTRODUCCIÓN DEL TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD EN LOS AGRAVIOS
DEL RECURSO PUEDE DAR LUGAR POR EXCEPCIÓN A SU PROCEDENCIA.
Esta Primera Sala ha sostenido en la jurisprudencia 1a./J. 150/2005, (1) que no es posible
introducir cuestiones de constitucionalidad en los agravios del recurso de revisión si dichos
planteamientos no se hicieron valer en la demanda de amparo. Sin embargo es importante
entender que dicha regla está construida bajo un presupuesto lógico específico: que tales
planteamientos hubieran podido ser formulados desde la demanda de amparo, por lo que si
el quejoso estuvo en aptitud de hacerlo y fue omiso, entonces no resulta posible que los
introduzca con posterioridad en los agravios del recurso de revisión, pues ello implicaría
variar la litis del juicio de amparo. En consecuencia, debe decirse que esta regla no cobra
aplicación cuando derivado de las particularidades del juicio de amparo, los agravios
formulados en el recurso de revisión constituyen la única vía con la que cuenta el recurrente
para hacer valer sus planteamientos de constitucionalidad, ya sea porque no estaba en
aptitud de acudir al juicio de amparo en calidad de quejoso, o bien porque estándolo, el
planteamiento de constitucionalidad deriva de la resolución del tribunal colegiado de
circuito, al ser dicha sentencia el primer acto de aplicación de la norma combatida o la
primera vez que se introduce la interpretación constitucional que se controvierte, sin que
ello de ninguna manera implique derogar los requisitos de procedencia del recurso de
revisión, ni mucho menos desvirtuar su naturaleza excepcional.

Recurso de reclamación 366/2016. Marie Louise Goodwin Smith. 29 de junio de 2016.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón
Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto concurrente en el que se aparta
de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Norma Lucía Piña Hernández y
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: Norma
Lucía Piña Hernández. Secretario: Eduardo Aranda Martínez.

__________________

1. La tesis de jurisprudencia 1a./J. 150/2005 citada, aparece publicada en el Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, diciembre de 2005,
página 52, registro digital: 176604, con el rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON
AQUELLOS QUE SE REFIEREN A CUESTIONES NO INVOCADAS EN LA
DEMANDA Y QUE, POR ENDE, CONSTITUYEN ASPECTOS NOVEDOSOS EN LA
REVISIÓN."

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN

“JURISPRUDENCIA. ALCANCE DEL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD DE
AQUÉLLA TUTELADO EN EL ARTÍCULO 217, PÁRRAFO ÚLTIMO, DE LA
LEY DE AMPARO. De acuerdo al citado principio, la jurisprudencia puede aplicarse a los
actos o hechos jurídicos ocurridos con anterioridad a que cobre vigencia, siempre y cuando
ello no conlleve un efecto retroactivo en perjuicio de las personas, como acontece cuando:
(I) al inicio de un juicio o procedimiento existe una jurisprudencia aplicable directamente a
alguna de las cuestiones jurídicas relevantes para la interposición, tramitación, desarrollo y
resolución del asunto jurisdiccional; (II) antes de emitir la resolución jurisdiccional
respectiva, se emite una jurisprudencia que supera, modifica o abandona ese entendimiento
del sistema jurídico; y (III) la aplicación del nuevo criterio jurisprudencial impacta de
manera directa la seguridad jurídica de los justiciables. De ahí que si el gobernado orientó
su proceder jurídico o estrategia legal conforme a una jurisprudencia anterior, siguiendo los
lineamientos expresamente establecidos en ésta -ya sea para acceder a una instancia
jurisdiccional, para plantear y acreditar sus pretensiones, excepciones o defensas o, en
general, para llevar a cabo alguna actuación jurídica-, no es dable que la sustitución o
modificación de ese criterio jurisprudencial afecte situaciones legales definidas, pues ello
conllevaría corromper la seguridad jurídica del justiciable, así como la igualdad en el
tratamiento jurisdiccional de las mismas situaciones y casos, con lo cual, se transgrediría el
principio de irretroactividad tutelado en el artículo 217, párrafo último, de la Ley de
Amparo.

Amparo directo en revisión 5157/2014. Grupo PM, S.A. de C.V. 24 de junio de 2015.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con
salvedad Alberto Pérez Dayán. Mayoría de cuatro votos en relación con el criterio
contenido en esta tesis. Disidente: José Fernando Franco González Salas. Ponente: Alberto
Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.

Amparo directo en revisión 1881/2015. Rodrigo Tostado Rodríguez. 2 de septiembre de
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán.
Ausente: Juan N. Silva Meza. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Rafael Quero
Mijangos.
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Amparo directo en revisión 1413/2016. Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación. 26 de octubre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente:
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Amparo directo en revisión 2501/2016. Secretario de Agricultura, Ganadería, Desarrollo
Rural, Pesca y Alimentación. 16 de noviembre de 2016. Mayoría de cuatro votos de los
Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Margarita
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente: Javier Laynez Potisek. Ponente:
Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán Ramos.

Amparo directo en revisión 2500/2016. María Elena Vera Villagrán. 23 de noviembre de
2016. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando
Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Disidente:
Javier Laynez Potisek. Ponente: Eduardo Medina Mora I. Secretario: Luis Javier Guzmán
Ramos.

Tesis de jurisprudencia 199/2016 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del siete de diciembre de dos mil dieciséis.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 89/2017,
pendiente de resolverse por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Esta tesis se publicó el viernes 20 de enero de 2017 a las 10:21 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 23 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“SALARIOS CAÍDOS DE LOS TRABAJADORES BUROCRÁTICOS. EL
ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO NO ES APLICABLE
SUPLETORIAMENTE A LA LEY FEDERAL DE LOS TRABAJADORES AL
SERVICIO DEL ESTADO. El artículo 43, fracción III, de la Ley Federal de los
Trabajadores al Servicio del Estado, al establecer el derecho al pago de salarios caídos en
favor de los trabajadores que acrediten en juicio haber sido injustamente separados de su
fuente de empleo, sin prever un periodo límite para su pago, no constituye una omisión
normativa, en tanto la redacción adoptada por el legislador responde a su deseo de
reconocerles el acceso a una indemnización plena, lo que armoniza con el derecho a una
indemnización integral, en términos del artículo 63 de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos. Así, en atención a la máxima "ahí donde la ley no distingue el
juzgador tampoco puede distinguir", se hace patente que no fue voluntad del legislador
incluir un tope al pago de salarios caídos en la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio
del Estado y, por ende, su cálculo debe continuar computándose hasta el cumplimiento del
laudo. Por su parte, la reforma al artículo 48, párrafo segundo, de la Ley Federal del
Trabajo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 30 de noviembre de 2012,
obedeció a circunstancias específicas que, tras la conclusión de un proceso legislativo,
condujeron a considerar necesario limitar a 12 meses máximo el pago de salarios vencidos
en casos de despido injustificado en un juicio laboral, lo que evidencia que el
establecimiento de un plazo límite para su pago fue respuesta expresa a la voluntad
legislativa. Por tanto, ante la ausencia de un límite para el pago de salarios caídos en la
legislación burocrática, se concluye que el legislador no ha considerado necesario fijarlo
pues, de ser así, lo habría realizado como hizo en la Ley Federal del Trabajo.

Contradicción de tesis 231/2016. Entre las sustentadas por el Tercer Tribunal Colegiado en
Materia de Trabajo del Primer Circuito y el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del
Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco. 8 de marzo de
2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y
José Fernando Franco González Salas. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Disidente:
Eduardo Medina Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Alma Ruby Villarreal
Reyes.

Tesis y/o criterio contendientes:

Tesis I.3o.T.30 L (10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS CAÍDOS DE LOS
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. AL NO PREVERSE EN LA LEY
RELATIVA LA TEMPORALIDAD O PERIODO QUE DEBE ABARCAR LA
LIQUIDACIÓN DE AQUÉLLOS, ES INAPLICABLE, SUPLETORIAMENTE, EL
ARTÍCULO 48, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.",
aprobada por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Primer Circuito y
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 10 de junio de 2016 a las
10:02 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro
31, Tomo IV, junio de 2016, página 2998, y

El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la
Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo directo
124/2016 (cuaderno auxiliar 385/2016).

Tesis de jurisprudencia 34/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto
Tribunal, en sesión privada del veintidós de marzo de dos mil diecisiete.

Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 124/2016 (cuaderno auxiliar 385/2016),
resuelto por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera
Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, derivó la tesis aislada (III Región)4o.11 L
(10a.), de título y subtítulo: "SALARIOS VENCIDOS DE LOS SERVIDORES
PÚBLICOS AL SERVICIO DEL ESTADO DE JALISCO Y SUS MUNICIPIOS. ANTE
LA OMISIÓN LEGISLATIVA EN LA LEY DE LA MATERIA PARA RESOLVER
SOBRE SU PAGO RESPECTO DE LOS DESPIDOS OCURRIDOS ENTRE EL 27 DE
SEPTIEMBRE DE 2012 Y EL 19 DE SEPTIEMBRE DE 2013, DEBE APLICARSE
SUPLETORIAMENTE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO.", publicada el viernes 19 de
agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y en la Gaceta
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 33, Tomo IV, agosto de
2016, página 2727.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 24 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“INDEMNIZACIÓN POR CONCEPTO DE EXPROPIACIÓN. SÓLO
CORRESPONDE AL PROPIETARIO DEL BIEN INMUEBLE. El derecho a la
propiedad privada reconocido por los artículos 14, 16 y 27 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos puede ser afectado para atender a una función social en aras
del interés colectivo, empero, el propio parámetro de regularidad constitucional contiene
prescripciones que permiten que el "propietario" cuente con garantías necesarias para que
no disminuya su patrimonio de manera arbitraria, como lo es que en los casos de
expropiación por causa de utilidad pública se le otorgue una justa indemnización. En ese
sentido, el diseño constitucional se dirige a compensar a quien cuenta con el título de
propiedad del bien respectivo, en la inteligencia de que es a quien efectivamente se le priva
del bien inmueble que forma parte de su patrimonio, generándose con ello la correlativa
afectación a su derecho fundamental a la propiedad privada, no así a quien únicamente
cuenta con la posesión, pues en todo caso, éste sólo tiene una expectativa jurídica de
obtener el derecho de dominio sobre ese bien, previo cumplimiento de los requisitos legales
-mediante la figura de la prescripción adquisitiva- y, por ende, es inconcuso que no
habiendo obtenido aún la propiedad -ni pasado ésta a su patrimonio-, no habría lugar a que
se le otorgaran las prerrogativas inherentes que acompañan a tal título, como lo es que el
Estado Mexicano le otorgue una justa indemnización en caso de expropiación. En suma,
tratándose de la indemnización con motivo de una expropiación, no es dable equiparar la
figura de la posesión con la diversa de propiedad.

Amparo directo en revisión 5836/2016. Soledad Paulina Herrera Buendía. 22 de febrero de
2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora
I.; votó contra consideraciones Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez
Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz Acevedo.

Esta tesis se publicó el viernes 07 de abril de 2017 a las 10:11 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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PLENOS DE CIRCUITO

“IMPEDIMENTO. SE ACTUALIZA LA CAUSAL PREVISTA EN EL ARTÍCULO
51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO, POR LA SOLA EXISTENCIA DE
PARENTESCO EN CUALQUIERA DE LOS GRADOS A QUE ÉSTE SE REFIERE,
ENTRE EL JUZGADOR FEDERAL Y UN INTEGRANTE DE UN CUERPO
LEGISLATIVO PLURIPERSONAL SEÑALADO COMO AUTORIDAD
RESPONSABLE EN UN JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. Conforme al artículo
17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y acorde con los
principios de doctrina, con los códigos de ética nacionales e iberoamericano, con la
Convención Americana sobre Derechos Humanos y con las resoluciones tanto de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación como de los órganos jurisdiccionales Americano y
Europeo en materia de derechos humanos, la impartición de justicia debe ser imparcial,
característica insoslayable que debe revestir al juzgador en el ejercicio de su función
jurisdiccional. Por ende, la imparcialidad deviene en una actitud del juzgador frente a
influencias extrañas al derecho, esto es, el Juez imparcial, con su actitud, mantiene a lo
largo del proceso una equivalente distancia con las partes y evita todo tipo de
comportamiento que ofusque tal cualidad, o sea, que refleje favoritismos, predisposición o
prejuicios, pues en esos supuestos debe separarse de una causa sometida a su conocimiento,
porque, como la imparcialidad se presume, le obliga a generar hábitos rigurosos de
honestidad intelectual y autocrítica. Así, la imparcialidad judicial surgida del precepto
constitucional indicado no puede disociarse de la figura jurídica de los impedimentos, pues
estos últimos constituyen el instrumento por medio del cual se atiende al derecho humano
de acceso a la justicia y a una de sus garantías de protección que es la justicia imparcial.
Por otra parte, del artículo 51, fracción I, de la Ley de Amparo se advierte que las
autoridades que conozcan del juicio de amparo deberán excusarse si existe parentesco, en
sus diversas modalidades, con alguna de las partes del litigio. Ahora, el parentesco por
afinidad presume convivencia familiar entre los parientes, lo que genera que un observador
razonable pueda entender que está comprometida la imparcialidad del Juez; dicho en otras
palabras, el parentesco constituye una relación personal del juzgador que permite presumir
parcialidad y con ello que desvanezca la clara vocación de servicio libre de prejuicios que
debe recaer en el operador. Por tanto, si la imparcialidad implica que el juzgador no esté en
una posición determinada en relación con una de las partes, que invite siquiera a pensar que
en la resolución de un asunto aquél tendrá inclinación hacia alguna de ellas, debe concluirse
que la sola existencia del parentesco en cualquiera de los grados a que se refiere el artículo
51, fracción I, de la Ley de Amparo, entre el titular del órgano jurisdiccional de amparo y
un integrante de un órgano pluripersonal emisor de normas generales abstractas e
impersonales señalado como autoridad responsable en un juicio de amparo indirecto,
actualiza la causa de impedimento prevista por el precepto y fracción citados. En ese
sentido, al acreditarse el parentesco resulta innecesario que se verifique si además existe en
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el juzgador la probabilidad de riesgo en la pérdida de imparcialidad, precisamente porque
esa situación es materia de distinta causal y, por lo mismo, incoexistente o incompatible
con la analizada, al tiempo que aun cuando pudiera considerarse que la imparcialidad se
presume, la sola relación de parentesco se tomó por el legislador como excepción a esa
presunción.

PLENO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.

Contradicción de tesis 3/2016. Entre las sustentadas por el Primero y el Segundo Tribunales
Colegiados del Vigésimo Quinto Circuito. 28 de febrero de 2017. Unanimidad de cinco
votos de la Magistrada Susana Magdalena González Rodríguez y de los Magistrados Héctor
Flores Guerrero, Juan Carlos Ríos López, Carlos Carmona Gracia y Miguel Ángel Cruz
Hernández, integrantes del Pleno del Vigésimo Quinto Circuito. Ponente: Juan Carlos Ríos
López. Secretario: Carlos Fernando Cabrera López.

Tesis y criterio contendientes:

Tesis XXV.1o. J/1 (10a.), de título y subtítulo: "IMPEDIMENTO PREVISTO EN EL
ARTÍCULO 51, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE AMPARO. SE ACTUALIZA CUANDO
SE RECLAMA AL CONGRESO DEL ESTADO DE DURANGO LA EXPEDICIÓN DE
UNA NORMA GENERAL, Y ENTRE EL JUEZ DE DISTRITO DEL CONOCIMIENTO
Y UNO DE LOS DIPUTADOS QUE LO INTEGRAN, EXISTE PARENTESCO EN
LÍNEA COLATERAL POR AFINIDAD DENTRO DEL SEGUNDO GRADO
(APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA TESIS P. XXV/2007).", aprobada por el Primer
Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito y publicada en el Semanario Judicial de
la Federación del viernes 8 de enero de 2016 a las 10:10 horas, y en la Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 26, Tomo IV, enero de 2016,
página 3038, y

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Vigésimo Quinto Circuito, al resolver
el impedimento 3/2015.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 24 de abril de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO

EJECUCIÓN DE SENTENCIAS QUE CONTIENEN CONDENAS USURARIAS. EL
EQUILIBRIO ENTRE EL DERECHO OBTENIDO A TRAVÉS DE LA COSA
JUZGADA Y EL DERECHO HUMANO DE PROHIBICIÓN A LA USURA, SÓLO
PUEDE ESTABLECERSE A TRAVÉS DE UN JUICIO DE PONDERACIÓN QUE
HAGA PREVALECER EL CONTENIDO DEL ARTÍCULO 21, NUMERAL 3, DE
LA CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS, CON LA
MENOR AFECTACIÓN POSIBLE A LA INSTITUCIÓN DE LA COSA JUZGADA.
La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis de jurisprudencia
1a./J. 132/2012 (10a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,
Décima Época, Libro XVII, Tomo 1, febrero de 2013, página 714, de rubro: "INTERÉS
USURARIO EN MATERIA MERCANTIL. CUÁNDO DEBE CONSIDERARSE QUE
EXISTE Y EN QUÉ MOMENTO PROCESAL DEBE ESTUDIARSE.", determinó que el
análisis sobre la desproporcionalidad de intereses debía efectuarse dentro de la
sustanciación del procedimiento de origen, excluyendo ese examen de manera natural de la
etapa de ejecución de sentencia; sin embargo, con la emisión de las diversas jurisprudencias
1a./J. 46/2014 (10a.) y 1a./J. 47/2014 (10a.), difundidas en la Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación, Décima Época, Libro 7, Tomo I, junio de 2014, páginas 400 y 402, y en
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 27 de junio de 2014 a las 9:30 horas, de
títulos y subtítulos: "PAGARÉ. EL ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA
LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO, PERMITE A LAS
PARTES LA LIBRE CONVENCIÓN DE INTERESES CON LA LIMITANTE DE QUE
LOS MISMOS NO SEAN USURARIOS. INTERPRETACIÓN CONFORME CON LA
CONSTITUCIÓN [ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 132/2012 (10a.) Y
DE LA TESIS AISLADA 1a. CCLXIV/2012 (10a.)]." y "PAGARÉ. SI EL JUZGADOR
ADVIERTE QUE LA TASA DE INTERESES PACTADA CON BASE EN EL
ARTÍCULO 174, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y
OPERACIONES DE CRÉDITO ES NOTORIAMENTE USURARIA PUEDE, DE
OFICIO, REDUCIRLA PRUDENCIALMENTE.", respectivamente, la Primera Sala
abandonó ese criterio, alterando sustancialmente el cómo y el cuándo debía proceder el
operador jurídico a realizar el análisis usurario de la tasa de interés, dando pauta a inferir
que la transgresión al derecho a no ser explotado previsto en el artículo 21, numeral 3 de la
Convención Americana sobre Derechos Humanos, debe ser reparado en el momento en que
se detecte o se encuentre. Tal planteamiento revela la existencia de un conflicto entre dos
figuras de muy alto valor protegidas por la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, como son la institución de la cosa juzgada y el derecho a no ser explotado a
través de la usura, situación que lleva a la necesidad de realizar un ejercicio de ponderación
para establecer de acuerdo a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, cuál es el
alcance de cada uno de los derechos fundamentales para establecer, en el caso concreto,
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cuál de ellos debe prevalecer. La cosa juzgada surge de la necesidad lógica jurídica de que
las controversias no queden sin determinación firme, inamovible, inmutable e inalterable,
es una institución fundamental del derecho para dar certeza y seguridad a los litigios. Sin
embargo, siempre se ha admitido la posibilidad de su revisión o cambio en ciertos casos
excepcionales en que, la necesidad del valor de la justicia impera sobre la necesidad del
principio de certeza, esto es, cuando la violación a los derechos del ciudadano fuera de tal
magnitud que de no atenderse provocaría que esa persona o la sociedad misma dejaran de
creer en el sistema de justicia. El referido artículo 21, numeral 3, establece que queda
prohibida cualquier forma de explotación del hombre por el hombre, y una de éstas es la
usura por virtud de la cual un acreedor se enriquece de manera excesiva y abusiva con los
frutos civiles que produce el capital que prestó a su deudor, lo que vulnera un derecho
humano ya que ataca a la dignidad de la persona; de ahí que, al plantearse o advertirse una
situación de esta naturaleza, los órganos jurisdiccionales están obligados a respetar el
derecho fundamental del deudor a no ser explotado. Esa potestad debe considerarse por
encima del derecho protegido a través de la institución de la cosa juzgada y estimarse como
un caso de excepción a la inmutabilidad de una sentencia definitiva, pues de prevalecer un
fallo dictado en esas condiciones se estaría cometiendo un acto de injusticia y de ilegalidad
al permitir la ejecución de una condena en la cual se permitiría el detrimento excesivo del
patrimonio de una persona al considerar legal una condición usuraria a través del
establecimiento de una tasa desproporcionada, por lo que en el caso concreto el derecho
fundamental protegido por el citado artículo 21, numeral 3, resulta de mayor entidad a la
institución de la cosa juzgada. Ahora bien, la ponderación entre principios será más benigna
en la medida en que afecte negativamente con menor eficacia, por un tiempo breve y con
menor probabilidad a la norma o principio afectado, así como al bien jurídicamente
tutelado, por tanto, la determinación adoptada únicamente incidirá sobre el monto de la de
tasa de interés a aplicar y no así sobre el derecho del acreedor a cobrar los intereses. De
igual forma, este criterio no pretende otorgar la posibilidad a aquellos deudores cuyo juicio
se encuentra concluido y que han liquidado el pago de un interés, bajo la aplicación de una
tasa desproporcionada, para reabrir ese procedimiento, pues en esos casos debe
considerarse que el patrimonio de la persona logró soportar esa carga, así como tampoco se
busca reabrir casos en los cuales, incluso, el expediente podría encontrarse archivado por
años al haberse agotado la materia del cumplimiento de la sentencia. Finalmente, debe
limitarse la aplicación de este criterio a aquellos asuntos en los que se hubiera omitido
realizar el análisis sobre el tema de usura, pues en caso de que existiera un previo
pronunciamiento en alguna otra instancia judicial o en un amparo anterior, no será posible
realizar un nuevo estudio sobre ese aspecto ya decidido.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
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Amparo en revisión 65/2015. 26 de noviembre de 2015. Unanimidad de votos. Ponente:
Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro.

Amparo en revisión 172/2015. Arturo Jerónimo Ramírez Garduño y otra. 26 de noviembre
de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos
Ortiz Toro.

Amparo en revisión 61/2016. Instituto Politécnico Nacional, en representación del CECYT
Número 10, Carlos Vallejo Márquez. 13 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente:
Francisco Javier Sandoval López. Secretaria: Laura Díaz Jiménez.

Amparo en revisión 150/2015. Partido de la Revolución Democrática. 15 de junio de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretaria: Martha Espinoza
Martínez.

Amparo en revisión 91/2016. Gerardo Miguel López Cisneros. 15 de junio de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. Secretario: Adolfo
Almazán Lara.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 135/2017,
pendiente de resolverse por la Primera Sala.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“USURA. EN LA ETAPA DE LIQUIDACIÓN DE SENTENCIA, CABE
ESTABLECER UNA SOLUCIÓN EQUITATIVA QUE ARMONICE EL
PRINCIPIO DE COSA JUZGADA Y EL DERECHO DE PROHIBICIÓN DE
AQUÉLLA. El derecho humano es inherente a la dignidad humana, por lo que acompaña a
la persona hasta su muerte e incluso su cuerpo, después de muerto merece protección (no a
la disposición de órganos sin la libre y expresa voluntad de la propia persona); se trata de
derechos que permanecen, se gozan y disfrutan por su titular de modo absoluto e
indisponible, so pena de nulidad y su disposición por contrato estará sancionada con
nulidad relativa en el caso de la usura, y en otros casos con nulidad absoluta o inexistencia
si se pacta sobre la vida o libertad, nombre, etcétera. Por su parte, la cosa juzgada es una
institución procesal fundamental del sistema jurídico mexicano que concreta un derecho de
seguridad jurídica que es a su vez uno de los objetos que justifica la existencia del Estado.
Al lado de la justicia, este derecho permite que la solución jurisdiccional a través de la
sentencia que se pronuncia en un juicio que cumpla con las formalidades esenciales del
procedimiento, vincule a las partes respecto de un litigio, sobre principios de imparcialidad,
completitud y eficacia. En ese sentido, es necesario que la sentencia que ha causado estado
conserve la calidad de inmutabilidad e inalterabilidad en cuanto a los hechos juzgados,
puesto que la existencia de la obligación sobre los hechos probados en juicio ya no podrían
juzgarse en un segundo juicio, porque con pretender lo contrario quedaría en un estado de
indefensión la persona que obtuvo sentencia favorable, y provocaría la inseguridad jurídica,
con absoluta falta de certeza y confianza en las instituciones. Sin embargo, en la etapa de
ejecución y liquidación de la sentencia que tiene la categoría de cosa juzgada formal y
material, puede advertirse que se produce la lesión a un derecho humano y que, una vez
identificado, motiva una determinación expresa sobre los límites de la prevalencia de esa
institución de la cosa juzgada por la obligación que tiene la autoridad de amparo de
promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos reconocidos en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de
los que México sea Parte, acorde con el artículo 1o. constitucional. Es en la etapa de
ejecución donde puede advertirse que ha existido un pronunciamiento con calidad de cosa
juzgada que ha tenido por materia un derecho humano e, incluso, que ha sido afectado por
la determinación judicial, sin haberse cuestionado en su momento. Esto es, no formó parte
de la litis del juicio resuelto, pero en la vía de amparo y, en su caso, en la instancia de
revisión, se impugna el acto jurisdiccional que ejecuta y hace efectiva la condena. Es en tal
instancia en la que se puede plantear por la parte afectada o de oficio, que la ejecución o
liquidación de la sentencia afecta un derecho humano. En este supuesto, el Juez de amparo
con una perspectiva formal podría aplicar mecánicamente la institución procesal de la cosa
juzgada y desdeñar o soslayar que hay una afectación del derecho humano. Pero no se trata
propiamente de un tema de interpretar y aplicar una norma procesal que regula la figura de
cosa juzgada como lo es el artículo 426 del Código de Procedimientos Civiles para el
Distrito Federal, en un sentido conforme a la Constitución, en respeto a la seguridad
jurídica que establecen sus artículos 14, 17 y 22, y de que prevalezca una interpretación que
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favorezca de manera más amplia a la persona (principio pro personae vinculado a una
interpretación conforme a la Constitución Federal). En realidad, se trata de un caso en el
que entran en colisión el derecho de una persona que goza en su patrimonio de un derecho
reconocido en una sentencia que es cosa juzgada formal y material, tutelada en la
legislación procesal, ante el derecho de la otra parte que tiene en su patrimonio la
prohibición de que obtenga un beneficio económico excesivo a costa de su patrimonio, y
que sea tan evidentemente excesivo que pueda ser calificado de usurario, lo que otorga al
afectado la posibilidad de que tal perjuicio económico sea disminuido a una obligación
racional y equitativa. Si esa cuestión de usura la hubiese planteado oportunamente habría
sido materia de decisión por el órgano jurisdiccional y estaría definida expresamente por lo
que ya no podría juzgarse por segunda vez. Sin embargo, si no lo hizo y lo plantea hasta la
etapa de liquidación de la sentencia, el problema consiste en definir la prevalencia de la
cosa juzgada de manera absoluta, frente al derecho a excluir la usura en las relaciones
civiles y comerciales originada por préstamos de dinero. La solución procesal formal sería
establecer que es improcedente cuestionar la ejecución porque es una materia que está
firme y no se planteó oportunamente como parte de la litis principal y que, por ende, ya no
puede cuestionarse porque los incidentes no pueden rebasar, disminuir o de alguna forma
alterar la cosa juzgada. En cambio, tal solución no es tan clara si se atiende a la naturaleza
que caracteriza a un derecho humano, que es inherente a la calidad de persona y a su
dignidad como tal, y que es algo indispensable para su plena libertad y desarrollo de sus
facultades y capacidades; desde tal perspectiva resulta que se trata de un derecho absoluto
del cual no puede disponerse por voluntad de la persona ni por resolución judicial, esto es,
un verdadero derecho humano es absoluto y permanece inherente a la personalidad jurídica
de la persona, en su patrimonio material e inmaterial como la vida, libertad, el nombre,
etcétera. Por tanto, si se trata de un derecho humano que es absoluto y no se extingue,
mientras la ejecución no está consumada y consentida, cabe establecer una solución
equitativa que armonice ambos derechos, por lo que la resolución determinará total
respetabilidad a la cosa juzgada respecto de los hechos juzgados hasta el momento en que
tal sentencia o convenio adquirió la calidad de cosa juzgada; y que el derecho humano
correlativo de la prohibición de la usura sea protegido, respetado y garantizado respecto de
la usura generada después de ese momento y que pretenda liquidarse en ejecución de
sentencia. Así, oficiosamente, podrá reducirse el interés usurario generado después de que
causó estado, pero no podría alterarse la cosa juzgada respecto del hecho materia de la litis
que fue resuelto y sobre intereses que sean anteriores al momento en que causó estado, se
declaró que causó o ya han sido pagados. La solución propuesta a la disyuntiva planteada
tiene en cuenta que la cosa juzgada y la prohibición de volver a seguir un juicio por el
mismo hecho, tiene su fundamento en los artículos 14, 17 y 22 constitucionales, mientras
que la prohibición de la usura lo tiene en los artículos 2395 del Código Civil Federal y 21,
numeral 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 234/2014. 6 de noviembre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente:
Neófito López Ramos. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega Mondragón.

Amparo en revisión 271/2014. Joaquín Zaldívar Álvarez. 23 de febrero de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Francisco J. Sandoval López. Secretario: Carlos Ortiz Toro.

Amparo en revisión 1/2015. Factoring Corporativo, S.A. de C.V., S.F. de Objeto Múltiple,
Entidad No Regulada. 26 de febrero de 2015. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito
López Ramos. Secretaria: Cinthia Monserrat Ortega Mondragón.

Amparo en revisión 57/2015. Francisco Dimas Peralta. 16 de abril de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretaria: Montserrat C. Camberos Funes.

Amparo en revisión 117/2015. Silvia Zambrano García. 4 de junio de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Mariano Suárez Reyes.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 30 de enero de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CONVENIOS ANTE EL CENTRO DE JUSTICIA ALTERNATIVA DEL
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA. NO PRODUCEN COSA JUZGADA, SI
CONTIENEN INTERESES USURARIOS. (Legislación aplicable en la Ciudad de
México). La interpretación gramatical, sistemática y doctrinal de la normativa rectora de los
procedimientos de mediación previstos en la Ley de Justicia Alternativa del Tribunal
Superior de Justicia del Distrito Federal, aplicable en la Ciudad de México, en relación con
el régimen del contrato de transacción, dado en el Código Civil para dicha entidad, conduce
a determinar que la autoridad y eficacia de cosa juzgada entre las partes, que se dice
otorgada a los convenios celebrados por los llamados mediados en dichos procedimientos,
no impide que en la fase correspondiente del proceso jurisdiccional de ejecución de tal
acuerdo de voluntades, el Juez pueda y deba revisar, ex officio, si los intereses ordinarios o
moratorios, pactados en la relación jurídica original o en la transacción, contravienen el
artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, para definir
si son usurarios, y que la parte ejecutada pueda plantear la cuestión como defensa. En
efecto, la enunciación legal de que estos convenios tienen la eficacia de la cosa juzgada, no
los identifica con las sentencias definitivas emitidas por tribunales judiciales en procesos
jurisdiccionales, ya que los convenios están acotados por diversas e importantes
limitaciones, dentro de las cuales, la primordial es que sólo pueden versar sobre los
derechos privados disponibles de las partes, pero no sobre intereses o derechos de orden
público, por ser éstos de carácter irrenunciable; de modo que esas convenciones, como
actos de particulares, son susceptibles de inexistencia jurídica, medularmente por falta de
objeto lícito, y por otros motivos; también pueden ser nulos por las causas generales
establecidas en la ley para los contratos, así como por las específicas para la transacción, y
no gozan de inmutabilidad, en cuanto pueden ser modificados o sustituidos por las partes
por un nuevo acuerdo de voluntades, ante cualquier situación. De esto se sigue que las
personas afectadas por alguna de dichas inconsistencias, estén en aptitud de oponerse
jurídicamente a su contenido y exigibilidad, por los medios y en los casos en que resulte
necesario, sin contravenir los limitados efectos similares a la eficacia de cosa juzgada de
que están dotados. Esto es aplicable, si los convenios se traducen en afectación de derechos
humanos de alguno de los suscriptores, porque son de orden público, indisponibles,
irrenunciables, etcétera, por lo cual no pueden ser objeto de transacción, como por ejemplo,
si las partes pactaron una tasa de interés que resulte contraventora del artículo 21, apartado
3, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, por ser usurarios.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 50/2016. 8 de septiembre de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Ethel
Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria:
Norma Leonor Morales González.
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“SECRECÍA DE LAS COMUNICACIONES ENTRE UN ABOGADO Y SU
CLIENTE. ES APLICABLE A LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DE
RESPONSABILIDAD EN MATERIA DE COMPETENCIA ECONÓMICA. El
privilegio de la secrecía de las comunicaciones entre un abogado y su cliente cuando éste
enfrenta un procedimiento penal, constituye una medida de protección que deriva de los
derechos constitucionales a la intimidad, de defensa y a la inviolabilidad de las
comunicaciones privadas, previstos en los artículos 6o., 14, párrafo segundo, 16, párrafo
décimo segundo y 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, consistente en que el primero tiene el deber de preservar la
confidencialidad de la información y de los documentos que el segundo le refiere para estar
en condiciones de producir su defensa y, por consiguiente, se le exime de la obligación de
poner en conocimiento de las autoridades hechos que pudieran estar relacionados con la
comisión de un ilícito. Por otra parte, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
sostuvo que, el ejercicio de la potestad punitiva del Estado en los enjuiciamientos del orden
penal, guarda una relación de similaridad con los procedimientos administrativos de
responsabilidad, por lo cual, en la interpretación constitucional de los principios del
derecho administrativo sancionador, resultan aplicables los principios penales sustantivos,
sin soslayar que esa traslación debe realizarse sólo en la medida en que resulten
compatibles con su naturaleza. Por tanto, a los procedimientos administrativos de
responsabilidad en materia de competencia económica son aplicables, además de los
derechos al debido proceso, a la no autoincriminación y a la asistencia de un profesional en
defensa del particular, la figura del secreto profesional, la cual se ha instituido como una
garantía para la adecuada defensa de los derechos de los encausados y, por analogía, en
favor de los justiciables sometidos a dichos procedimientos, pues en sentido amplio, una
sanción administrativa guarda similitud con las penas, toda vez que ambas tienen lugar
como reacción frente a lo antijurídico, en tanto que una condición esencial para que el
secreto profesional pueda producirse, consiste en la puntual confidencialidad de las
comunicaciones entre defensor y defendido, dado que el primero requiere de toda la
información necesaria y, el segundo, de la confianza de no quedar expuesto por
proporcionarla, en la inteligencia de que este privilegio no opera cuando existan indicios
que puedan implicar al abogado ya no como defensor, sino como copartícipe de un ilícito.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA,
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD
DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Queja 41/2016. SAI Consultores, S.C. 10 de noviembre de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez
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“COMUNICACIONES ENTRE UN ABOGADO Y SU CLIENTE CON MOTIVO DE
UN PROCEDIMIENTO SEGUIDO POR LAS AUTORIDADES DE
COMPETENCIA ECONÓMICA. NO DEBEN TOMARSE EN CUENTA LAS
OBTENIDAS COMO RESULTADO DE LAS FUNCIONES DE VERIFICACIÓN,
SALVO QUE EXISTAN INDICIOS QUE PUEDAN IMPLICAR AL
PROFESIONISTA COMO COPARTÍCIPE DE UN ILÍCITO. De los artículos 16,
párrafo décimo segundo y 20, apartado B, fracción VIII, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como 90 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de
aplicación supletoria a diversos ordenamientos jurídicos que regulan procedimientos
administrativos de responsabilidad, se advierte como una medida de tutela de los derechos
fundamentales a la intimidad, a la privacidad de las comunicaciones y de defensa, la
secrecía profesional de la información y los documentos correspondientes a las
comunicaciones cursadas entre un abogado independiente y su cliente con motivo de su
defensa en un procedimiento seguido por las autoridades de competencia económica y, por
tanto, aquéllos deben considerarse confidenciales, en términos de los artículos 116 de la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y 18 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental abrogada, lo que da lugar
a que se considere que tanto el profesionista como el gobernado que lo contrata, tienen el
derecho de que las comunicaciones generadas en esas condiciones no sean tomadas en
cuenta por las autoridades, aunque dicha información haya sido obtenida como resultado
del ejercicio de las funciones de verificación del cumplimiento de las obligaciones
derivadas de la Ley Federal de Competencia Económica, en la inteligencia de que el
privilegio de confidencialidad mencionado no opera cuando existan indicios que puedan
implicar al abogado, ya no como defensor, sino como copartícipe de un ilícito.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA
ADMINISTRATIVA ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA,
RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD
DE MÉXICO Y JURISDICCIÓN EN TODA LA REPÚBLICA.

Queja 41/2016. SAI Consultores, S.C. 10 de noviembre de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Patricio González-Loyola Pérez. Secretario: Carlos Luis Guillén Núñez.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“CONTROL DE CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. EL TRIBUNAL
COLEGIADO ESTÁ FACULTADO PARA ANALIZAR LAS NORMAS QUE
SIRVIERON DE BASE PARA RESOLVER UNA CONTROVERSIA Y SI
ENCUENTRA UNA QUE SE OPONGA A LA CONSTITUCIÓN O A LOS
TRATADOS INTERNACIONALES, DEBE ORDENAR QUE, PARA EL CASO
EXAMINADO, SE EXPULSE DEL SISTEMA NORMATIVO. De conformidad con
los artículos 1o. y 103 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los
órganos jurisdiccionales se encuentran legalmente vinculados a ejercer, ex officio, el
control de convencionalidad, lo cual implica la obligación de velar no sólo por los derechos
humanos contenidos en la Constitución Federal sino también en los instrumentos
internacionales firmados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más
favorable conforme al principio pro persona. En ese tenor, si el Tribunal Colegiado de
Circuito, al analizar la convencionalidad de las normas que sirvieron de base para resolver
una controversia en primera instancia, advierte que el órgano responsable desatendió el
mandato conferido en el artículo 1o. de la Constitución Federal, pues aplicó uno o varios
preceptos que limitan la participación del órgano judicial, al impedir la emisión de la
resolución jurisdiccional, es claro que a fin de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos, de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia,
indivisibilidad y progresividad, y a fin de alcanzar un acceso efectivo a la tutela judicial,
como lo ordenan los artículos 25, punto 1, de la Convención Americana sobre Derechos
Humanos y 17 de la Carta Fundamental, se debe conceder el amparo y la protección de la
Justicia Federal, para el efecto de que las normas contrarias a dichos principios, se expulsen
del sistema normativo que, en relación con el quejoso o demandante, rige el actuar de los
tribunales, ya que éstos deben actuar conforme al espíritu constitucional de garantizar los
derechos humanos de todos los mexicanos y estar integrados por hombres probos y aptos
en su aplicación y cumplimiento.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL
CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 448/2015. 4 de febrero de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Antonio Ceja
Ochoa. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña.

Esta tesis se publicó el viernes 27 de enero de 2017 a las 10:28 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“CADUCIDAD DE LA INSTANCIA. VULNERA EL DERECHO HUMANO A LA
TUTELA JUDICIAL EFECTIVA. El artículo 26 de la Ley de Justicia Administrativa
para el Estado y Municipios de Nuevo León, establece que en la tramitación del juicio
contencioso administrativo impera el principio de impulso procesal de las partes.
Asimismo, el diverso 57, fracción V, de ese ordenamiento, indica que procede el
sobreseimiento del juicio cuando no se haya efectuado ningún acto procesal durante el
término de trescientos días consecutivos, ni el actor hubiere promovido en ese mismo lapso,
siempre que la promoción sea necesaria para la continuación del procedimiento. Por otra
parte, conforme a los artículos 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos,
1o. y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, son obligaciones de
los juzgadores, salvaguardar el derecho humano a la protección judicial, favorecer en todo
tiempo a las personas con la protección más amplia e impartir justicia pronta y expedita. En
ese tenor, los artículos 26 y 57, fracción V, de la Ley de Justicia Administrativa para el
Estado y Municipios de Nuevo León, al obligar a las partes a impulsar el procedimiento, así
como al órgano jurisdiccional a declarar necesariamente la caducidad de la instancia ante la
falta de impulso; y, por consiguiente a sobreseer en el juicio, es claro que vulnera en
perjuicio de las partes el derecho humano a la tutela judicial efectiva, ya que acorde al
artículo 1o. de la Constitución Federal, las autoridades tienen la obligación de promover,
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos, de manera que la falta de resolución
pronta, completa e imparcial que categóricamente establece el artículo 17 de la propia
Constitución, por la actualización de la norma que prevé la caducidad, impide al órgano
jurisdiccional cumplir con su obligación de impartir justicia pronta y sin obstáculos. En ese
sentido, el tribunal administrativo debe desaplicar los preceptos que prevén decretar la
caducidad. En efecto, la pasividad del justiciable no desaparece ni elimina la obligación de
la autoridad para actuar y decidir oportunamente, actuación que es acorde al espíritu de la
reforma constitucional de diez de junio de dos mil once, que faculta a los juzgadores a que,
por su propia iniciativa, adopten las medidas necesarias para evitar la paralización de los
procesos que son de su competencia y cuando no haya más diligencias que desahogar en
atención al interés particular de las partes.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL
CUARTO CIRCUITO.

Amparo directo 448/2015. 4 de febrero de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Antonio Ceja
Ochoa. Ponente: Sergio Eduardo Alvarado Puente. Secretario: Carlos Toledano Saldaña.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de enero de 2017 a las 10:07 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“ACTAS DE EMPLAZAMIENTO ELABORADAS EN FORMATOS
PREESTABLECIDOS "MACHOTES" O POR COMPUTADORA E IMPRESORA
PORTÁTILES. NO SON ILEGALES POR ESE SOLO HECHO PUES, PARA QUE
LO SEAN, DEBE DESVIRTUARSE LA FE DEL DILIGENCIARIO. Es criterio
reiterado que las actas de emplazamiento elaboradas en máquina de escribir no son ilegales
por ese solo hecho, sino que para serlo debe desvirtuarse la fe del diligenciario; luego, por
las mismas razones debe considerarse que tampoco son ilegales las actas que se lleven a
cabo empleando para su elaboración formatos preestablecidos "machotes" o computadora e
impresora portátiles, pues no existe disposición legal que limite el uso de ese tipo de
instrumentos y mucho menos que dicha utilización implique la ilegalidad de la actuación
del diligenciario; de igual forma no se considera ilegal, por no ser un requisito, que se
asiente en qué momento y lugar se llevó a cabo la impresión del documento, pues lo único
que debe tomarse en cuenta es que el llamamiento a juicio cumpla con los requisitos que los
cuerpos de las normas aplicables señalen.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEXTO CIRCUITO.

Amparo en revisión 131/2013. Fernando Martínez de la Serna o Fernando Martínez y de la
Serna. 25 de abril de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez.
Secretario: Armando René Dávila Temblador.

Amparo en revisión 484/2014. Rosa María Villareal Garduño. 19 de febrero de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René
Dávila Temblador.

Amparo en revisión 503/2014. José Pedro López Muñoz. 26 de febrero de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Juan Carlos Cortés
Salgado.

Amparo en revisión 285/2015. Reyes Sánchez Varela. 3 de septiembre de 2015.
Unanimidad de votos. Ponente: Raúl Armando Pallares Valdez. Secretario: Hugo
Hernández Jiménez.

Amparo en revisión 442/2016. 6 de enero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Raúl
Armando Pallares Valdez. Secretario: Armando René Dávila Temblador.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.



31

“DERECHOS SUSTANTIVOS. SU DIFERENCIA CON LOS DERECHOS
ADJETIVOS. De acuerdo con la doctrina, son derechos sustantivos los que se identifican
con los bienes de la vida. En ese sentido, pueden considerarse sustantivos, sin pretender
asignarles un orden, entre otros, los derechos patrimoniales, los que surgen de las relaciones
de familia y del estado civil de las personas, la vida misma, la libertad personal, la de
conciencia, la de expresión, el derecho al honor, a la intimidad, etc. En cambio, los
derechos procesales o instrumentales, también llamados adjetivos, son únicamente el medio
para hacer observar o proteger el derecho sustantivo. Tales derechos procesales no tienen
por objeto su propio ejercicio, ni constituyen un fin en sí mismos, sino que se trata sólo de
las reglas para obtener del Estado la garantía del goce de los bienes de la vida.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Queja 216/2014. Euler Hermes Seguro de Crédito, S.A. 7 de enero de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Queja 101/2015. Sistema de Transporte Colectivo. 3 de junio de 2015. Unanimidad de
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Queja 180/2016. María Gabriela Pons Hinojosa. 22 de septiembre de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Queja 219/2016. Paola Bustamante Desdier. 26 de octubre de 2016. Unanimidad de votos.
Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Queja 198/2016. 26 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S.
Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de marzo de 2017 a las 10:20 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
miércoles 22 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“LEYES ESPECIALES. SU DIFERENCIA CON LAS LEYES SUPLETORIAS. A
diferencia de las leyes supletorias, que son de carácter subsidiario y cuya aplicación
procede únicamente ante la insuficiencia de la ley principal, las leyes especiales, o sea, las
que se aplican sólo a una o varias categorías de sujetos, o a hechos, situaciones o
actividades específicas, no sólo son de carácter principal, puesto que su aplicación no
depende de insuficiencia alguna en relación con otro ordenamiento, sino que resultan de
preferente aplicación frente a las leyes generales, atento al conocido principio relativo a que
la ley especial se reputa derogatoria de la general.

OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 202/2011. Rente, S.A. de C.V. 31 de agosto de 2011. Unanimidad de
votos. Ponente: Abraham S. Marcos Valdés. Secretaria: Rosa Elena Rojas Soto.

Amparo en revisión 331/2011. Gigante, S.A. de C.V. 1 de diciembre de 2011. Unanimidad
de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Rodrigo Pérez Maissón.

Amparo en revisión 394/2011. Ruth Martínez Luis. 18 de enero de 2012. Unanimidad de
votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Jesús Julio Hinojosa Cerón.

Amparo directo 9/2012. Promotora California, S.A. de C.V. 9 de febrero de 2012.
Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: Rodrigo
Pérez Maissón.

Amparo directo 691/2016. 20 de octubre de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham
S. Marcos Valdés. Secretaria: Patricia Villa Rodríguez.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del
lunes 13 de marzo de 2017, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo
General Plenario 19/2013.
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“CONCURSO MERCANTIL. LOS ACREEDORES RECONOCIDOS EN EL
JUICIO RELATIVO ESTÁN LEGITIMADOS PARA PROMOVER EL
INCIDENTE DE OPOSICIÓN A LA VENTA DE BIENES DE LA MASA
CONCURSAL REALIZADA POR EL CONCILIADOR. El acreedor reconocido en un
juicio concursal está legitimado para promover incidente de oposición a la venta de bienes
pertenecientes a la masa concursal, realizada por el conciliador, a la que se refieren los
artículos 75 y 77 de la Ley de Concursos Mercantiles, en los que se dispone que el
conciliador que adquiera o transmita bienes o derechos de la masa concursal que se
encuentre administrando, puede abstenerse de solicitar autorización a los interventores que,
en su caso, estuvieren designados, para la realización de dichos actos jurídicos. De modo
que no resulta válido interpretar que el numeral 77 citado, sólo legitima a los interventores
para oponerse a la transmisión de bienes o derechos de la empresa concursada, dado que la
propia ley permite la ausencia de su participación en el supuesto de la venta en cuestión. En
tanto que, por otro lado, los artículos 75 y 77 mencionados, establecen la procedencia de la
vía incidental para que los "interesados" sustancien las objeciones que formulen respecto de
la adquisición o transmisión de bienes o derechos de la masa concursal; entre los cuales se
encuentran los acreedores reconocidos en la sentencia de reconocimiento, prelación y
graduación de créditos, quienes, de entrada, gozan de legitimación para inconformarse con
los autos y resoluciones que se emitan durante el proceso, y más aún, porque tienen interés
en que cualquier menoscabo o afectación a la masa concursal se realice conforme a la ley, a
fin de garantizar el pago de sus créditos, en la mayor medida posible, por repercutir
directamente en su patrimonio.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER
CIRCUITO.

Amparo en revisión 232/2016. Grupo Bajo Cero, S.A. de C.V. 1 de septiembre de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Manuel Flores Jiménez. Secretaria: Martha Lucía
Lomelí Ibarra.

Esta tesis se publicó el viernes 03 de marzo de 2017 a las 10:06 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“EMPLAZAMIENTO EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. CASO EN QUE SE
DEBE REALIZAR EN EL DOMICILIO SEÑALADO EN EL PRIMER ESCRITO
PRESENTADO POR EL DEMANDADO. Cuando se declare fundado el incidente de
nulidad de notificaciones promovido por el demandado en contra del emplazamiento que se
había practicado, la nueva diligencia deberá realizarse en el domicilio señalado en el
incidente y en caso de que éste no exista, o en el lugar se nieguen a recibirla, el
emplazamiento y las subsecuentes notificaciones, se harán conforme a las reglas
establecidas para las notificaciones que no deban ser personales, en términos del artículo
1069 del Código de Comercio, que impone a todo litigante la carga de señalar domicilio
para oír y recibir notificaciones en el primer escrito a través del cual comparece al juicio
natural. Lo anterior, porque la declaración de nulidad de emplazamiento en el incidente
respectivo, provoca la nulidad de esa diligencia y de todas las actuaciones que le siguieron,
pero no la del escrito por el que el demandado promovió la incidencia, por ser la promoción
que originó su ineficacia, y con lo cual se vinculó el demandado al proceso, con todas las
consecuencias legales, dentro de las cuales está el apego al sistema de notificaciones.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 687/2016. GM Financial de México, S.A. de C.V. 20 de octubre de 2016.
Unanimidad de votos. Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario:
Oscar Magaña Barragán.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“USURA, CONSTITUYE UNA EXCEPCIÓN A LA INMUTABILIDAD DE LA
COSA JUZGADA, ANTE LA EVIDENCIA DE LA VIOLACIÓN A UN DERECHO
HUMANO. La inmutabilidad de la cosa juzgada en general, y en materia civil en
particular, nunca y en ningún lugar ha tenido carácter absoluto, pues su rigor ha sido
atemperado siempre con excepciones. En esta línea, la tendencia general se orienta a no
encerrar en un catálogo legal limitado los supuestos de restricción, sino a tener como razón
general de justificación de las excepciones, cualquier supuesto o situación determinante de
una ejecutoria claramente injusta e inadmisible, por contrariar los valores jurídicos y
culturales fundamentales del Estado de derecho, con descuido notorio del cumplimiento de
la finalidad primordial de la res judicata, consistente en garantizar la seguridad, y con esto
contribuir más bien al contravalor que es la incertidumbre, para tejer con los hilos de las
formas procesales, un manto de impunidad, en palabras de Couture, o una red que impida el
flujo de la justicia y aliente a la injusticia. De este modo, la relación de supuestos de
excepción se torna dinámica, para facilitar las nuevas situaciones que puedan presentarse en
la realidad en el transcurso del tiempo, que podrán ser enfrentadas con la reacción prudente
y ponderada de los juzgadores, mediante la apreciación de cada caso concreto. Los
tribunales internacionales y nacionales del siglo XXI han reforzado al máximo los valores
fundamentales irrenunciables contenidos en el derecho internacional de los derechos
humanos, y por eso los han blindado mediante la imposición a las autoridades de todos los
órdenes, en el ámbito de sus competencias, del deber de promover, respetar, proteger y
garantizar esos derechos, incluso de oficio, y en la normativa se han resaltado ciertos
principios para su interpretación y optimización, como los de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad, progresividad, interpretación conforme, etcétera. Por este
motivo, cuando se han presentado casos de confrontación entre la cosa juzgada y algunos
de esos derechos humanos, no han dudado en reconocer la prevalencia a estos últimos
frente a la primera; esto es, la transgresión de esas prerrogativas fundamentales no se
considera consumada con la res judicata, y por eso la revisión de ésta se impone como
excepción a su inmutabilidad. La usura constituye un atentado contra el derecho humano a
la propiedad, conforme al artículo 21, apartado 3, de la Convención Americana sobre
Derechos Humanos, por lo tanto, cuando queda inmersa en la cosa juzgada se actualiza una
excepción a tal inmutabilidad, que puede conducir al ajuste del fallo respecto a este punto.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 56/2016. 14 de noviembre de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Ethel
Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Ponente: Leonel Castillo González. Secretaria:
Norma Leonor Morales González.

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis destaca la diversa aislada 1a.
CCLXXXIII/2016, de título y subtítulo: "USURA. EL ANÁLISIS OFICIOSO DE SU
POSIBLE EXISTENCIA APLICA ÚNICAMENTE MIENTRAS EL ASUNTO SE
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ENCUENTRA SUB JÚDICE.", publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la
Federación, Décima Época, Libro 37, Tomo I, diciembre de 2016, página 382.

Esta tesis se publicó el viernes 10 de marzo de 2017 a las 10:13 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“JUICIO ORAL MERCANTIL. PROCEDE CUANDO SE RECLAMA LA ACCIÓN
PERSONAL DE COBRO DERIVADA DE UN CONTRATO DE CRÉDITO CON
GARANTÍA HIPOTECARIA, AUN CUANDO AL DOCUMENTO BASE DE LA
ACCIÓN SE ADJUNTA UN ESTADO DE CUENTA CERTIFICADO. De la
interpretación del artículo 1055 bis del Código de Comercio, se advierte que el titular de un
crédito mercantil con garantía real puede optar por exigir el pago del adeudo a través de la
vía ejecutiva mercantil, la especial, la ordinaria, la especial hipotecaria (civil) o la que
corresponda de acuerdo con la legislación mercantil o civil. Así pues, cuando el documento
base de la acción consista en un contrato de apertura de crédito simple con interés y que
además goce de una garantía colateral hipotecaria, el hecho de que la parte actora ofrezca
adjunto al contrato base de la acción un estado de cuenta certificado por el contador público
autorizado, los cuales, en su conjunto, pueden constituir un documento que tiene aparejada
ejecución, no significa que no pueda reclamarse el pago del crédito en el juicio oral
mercantil previsto en el artículo 1390 Bis del Código de Comercio, puesto que debe
atenderse a la finalidad de la pretensión del accionante, esto es, si demanda prestaciones
inherentes a la vía ejecutiva, como lo sería el embargo precautorio de bienes, ya que de no
ser así, no es factible afirmar que se estará frente a un procedimiento especial y, por tanto,
la vía oral mercantil resulta procedente.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 235/2016. Graciela Villegas Govea. 9 de junio de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela Bonilla González.

Amparo directo 715/2016. Banco Invex, S.A., I.B.M., Invex Grupo Financiero, en su
carácter de Fiduciaria del Fideicomiso irrevocable F/1052. 2 de febrero de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela
Bonilla González.

Amparo directo 33/2017. Banco Invex, S.A., I.B.M., Invex Grupo Financiero, en su
carácter de Fiduciaria del Fideicomiso irrevocable 1301. 10 de febrero de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Juan Ramón Rodríguez Minaya. Secretaria: Graciela
Bonilla González.

Amparo directo 52/2017. Banco Invex, S.A., I.B.M., Invex Grupo Financiero, en su
carácter de Fiduciario del Fideicomiso irrevocable 1301. 16 de febrero de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Jorge Mercado Mejía. Secretaria: Dulce Guadalupe Canto
Quintal.

Amparo directo 43/2017. 16 de febrero de 2017. Unanimidad de votos. Ponente: Jorge
Mercado Mejía. Secretaria: Marycarmen Arellano Gutiérrez.
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“CERTIFICACIONES NOTARIALES. CARECEN DE VALIDEZ CUANDO LA
INFORMACIÓN OBTENIDA ES DE LOS LIBROS DE REGISTRO O FOLIOS
ELECTRÓNICOS QUE OBRAN EN EL REGISTRO PÚBLICO DE LA
PROPIEDAD, YA QUE TAL FACULTAD ES EXCLUSIVA DE SU PERSONAL
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE SINALOA). Conforme al artículo 2o. de la Ley
del Notariado del Estado de Sinaloa, los notarios son licenciados en derecho investidos por
el Estado de fe pública y están facultados para autenticar actos y hechos jurídicos, así como
para dar forma en los términos de ley a los instrumentos en que los mismos se consignen,
funciones que les son obligatorias, según el numeral 5o. de dicha legislación; sin embargo,
este precepto dispone diversos supuestos en los cuales el fedatario deberá rehusarse a ello,
destacándose, en el caso, lo previsto en su fracción II, que prohíbe el ejercicio de las
funciones del notario público si la autenticación del acto o del hecho no corresponde a
aquéllas en términos de la propia ley u otras leyes. Por otro lado, del análisis conjunto de
los artículos 2880, 2881 y 2882 del Código Civil para el Estado y 2, 3, 7, 38, 64, 92 y 97
del Reglamento del Registro Público de la Propiedad del Estado, se advierte que su objeto
es dar publicidad a los actos jurídicos para que surtan efectos contra terceros, otorgar
seguridad y certeza jurídicas a las inscripciones, anotaciones y certificaciones y facilitar el
tráfico inmobiliario y mobiliario de los bienes que sean propiedad privada o pública,
aplicando los principios registrales y observando en su actuación la fe pública registral y la
legalidad; asimismo, se establece que el registro será público y que, por ende, sus
encargados tienen como obligación, entre otras, expedir las copias certificadas que les sean
solicitadas de las inscripciones y/o anotaciones contenidas en los libros de registro o folios
electrónicos, previo el pago de los derechos correspondientes, siendo que la certificación
del caso podrá autentificarse con firma autógrafa o electrónica del servidor público
facultado legalmente para ello. Es importante resaltar que la "certificación registral" es el
acto administrativo a través del cual el registrador da fe de los actos o constancias inscritas
en el folio electrónico o en los libros de registro; y el "registrador" es el funcionario
depositario de "fe pública registral", entendiéndose por ésta la certeza de que los datos
inscritos en el Registro Público son verdad única y total a propósito de un determinado
derecho real registrado. Analizado todo lo anterior, se concluye que si el código y el
reglamento citados establecen claramente la facultad expresa del personal que integra dicho
registro para la expedición de copias certificadas de las inscripciones y/o anotaciones
contenidas en los libros de registro o folios electrónicos que obren en dicha oficina, resulta
evidente que las certificaciones notariales sobre la autenticación de información
resguardada en el Registro Público referido carecen de validez, por prohibición expresa
contenida en la fracción II del artículo 5o. citado.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEGUNDO
CIRCUITO.
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Amparo directo 902/2016. Hugo Omar Ferreiro Chávez. 23 de febrero de 2017.
Unanimidad de votos. Ponente: Gabriel Fernández Martínez. Secretaria: Jessica Elizabeth
Tejeda López.

Esta tesis se publicó el viernes 21 de abril de 2017 a las 10:25 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“GRUPOS ORGANIZADOS DE USUARIOS QUE PRESTAN EL SERVICIO DE
AGUA POTABLE. TIENEN LA CALIDAD DE AUTORIDAD PARA LOS
EFECTOS DEL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CUANDO UN
CIUDADANO EJERCE SU DERECHO DE PETICIÓN EN RELACIÓN CON EL
SUMINISTRO DE ESE LÍQUIDO (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO).
Si bien es cierto que, originalmente, corresponde al Estado garantizar el derecho al
suministro de agua potable, también lo es que, en ciertos casos, en el cumplimiento de esa
prerrogativa se encuentran involucrados particulares, como los grupos organizados de
usuarios, entendidos como el conjunto de ciudadanos, constituidos o no bajo una figura
jurídica determinada, como puede ser una Asociación Civil, que cuentan con autorización
estatal para prestar dicho servicio. Por tanto, cuando un ciudadano ejerce su derecho de
petición en relación con el suministro de agua ante un grupo organizado de usuarios, de
conformidad con el artículo 3 de la Ley del Agua para el Estado de México y Municipios,
debe atribuírsele a este último colectivo la calidad de autoridad para efectos del juicio
contencioso administrativo, no obstante que dicho numeral acote tal carácter al amparo,
toda vez que el Congreso Estatal carece de facultades para legislar sobre la naturaleza de
los actos materia de ese juicio constitucional, al ser una potestad que le corresponde
únicamente al Congreso de la Unión.
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO DEL CENTRO AUXILIAR DE LA
PRIMERA REGIÓN, CON RESIDENCIA EN NAUCALPAN DE JUÁREZ, ESTADO
DE MÉXICO.

Amparo directo 657/2016 (cuaderno auxiliar 9/2017) del índice del Cuarto Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, con apoyo del Octavo Tribunal
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en
Naucalpan de Juárez, Estado de México. 23 de febrero de 2017. Unanimidad de votos.
Ponente: Carlos Alfredo Soto Morales. Secretaria: María de Lourdes Villegas Priego.

Esta tesis se publicó el viernes 28 de abril de 2017 a las 10:32 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“INSTITUCIONES DE CRÉDITO. LA CANCELACIÓN DE UNA CUENTA
BANCARIA EMBARGADA POR LA AUTORIDAD JUDICIAL ES UN ACTO DE
AUTORIDAD PARA LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. Si bien es
cierto que las instituciones de crédito son personas morales de derecho privado y, por regla
general, contra sus actos es improcedente el juicio de amparo, también lo es que cuando
actúan en auxilio de una autoridad judicial, en virtud del trámite de un juicio en el que se
embargaron cuentas bancarias, su intervención se equipara a la de una autoridad ejecutora,
ya que son las que materialmente bloquean las cuentas e impiden que el usuario o
beneficiario realice cualquier operación financiera respecto de éstas. Por tanto, si una
institución de las indicadas inobservó la orden judicial dada en los términos descritos y
canceló las cuentas, con la consecuente devolución del numerario correspondiente a la
persona que se designó como beneficiario, también dicho acto debe considerarse como de
autoridad para la procedencia del juicio de amparo, ya que no se realizó en un plano de
coordinación, sino de supra a subordinación, máxime que las instituciones de crédito actúan
conforme lo estatuye una norma general y, ante la duda de si el acto reclamado proviene de
una autoridad que tiene la calidad de responsable para los efectos del amparo, debe
otorgarse la posibilidad al particular de acudir a un recurso judicial efectivo que, en el caso,
es el juicio para la protección de los derechos fundamentales, previsto en los artículos 103 y
107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Aunado a que si el
artículo 5o., fracción II, segundo párrafo, de la Ley de Amparo otorga la calidad de
autoridad a los particulares -con ciertos requisitos-, con mayor razón cuando una institución
de crédito es autoridad ejecutora, en el desempeño de funciones bancarias, debe ser garante
de los derechos humanos, por ser parte de un ente público, con obligaciones generales,
principalmente las previstas en el artículo 1o. constitucional; entonces, la autoridad
señalada como responsable, al cancelar las cuentas incurrió no sólo en un desacato a una
orden judicial, como fue el embargo a aquéllas, sino que además, violó posibles derechos
humanos relativos al patrimonio de otras personas, es decir, con el acto de autoridad no
sólo se actualizó una violación a la seguridad jurídica como derecho humano y al principio
de legalidad, sino que hubo un quebranto al orden jurídico nacional por un particular, lo
que evidentemente no puede permitirse por el juzgador, en cumplimiento a lo que dispone
el artículo indicado en último término.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS ADMINISTRATIVA Y DE
TRABAJO DEL DÉCIMO PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 190/2015. Alberto Zavala Romero, endosatario en procuración de
Lorena Chávez García. 28 de enero de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Hugo Sahuer
Hernández. Secretaria: Ma. de la Cruz Estrada Flores.
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“JUICIO ORAL MERCANTIL. LA REGLA GENERAL CONTENIDA EN EL
PÁRRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 1127 DEL CÓDIGO DE COMERCIO,
RELATIVA A LA CONTINUACIÓN DEL PROCEDIMIENTO EN LA VÍA
CORRECTA ES INAPLICABLE CUANDO SE DECLARE LA IMPROCEDENCIA
DE ÉSTA, YA QUE SE INFRINGIRÍAN LOS PRINCIPIOS DE ORALIDAD,
INMEDIACIÓN Y CONCENTRACIÓN, ASÍ COMO EL DE SEGURIDAD
JURÍDICA. El artículo 1390 Bis 8 del Código de Comercio establece que en las cuestiones
no previstas dentro del procedimiento especial del juicio oral mercantil, regirán las reglas
generales del código citado, en cuanto no se opongan a las disposiciones del título que lo
rige. Por su parte, el diverso numeral 1127, contenido en el libro quinto intitulado "De los
juicios mercantiles", título primero denominado "Disposiciones generales", prevé la regla
que debe atenderse cuando se declare fundada la excepción de improcedencia de la vía, la
cual consiste en continuar el procedimiento en la vía que se considere correcta, declarando
válido lo actuado, con la obligación del Juez para regularizar el procedimiento de acuerdo a
la vía declarada procedente. Sin embargo, del contraste que se realice entre las
disposiciones que rigen el juicio oral mercantil y, las contenidas en el mencionado apartado
de disposiciones generales, se concluye que la regla general contenida en el párrafo
segundo del referido artículo 1127 es inaplicable al juicio oral mercantil porque, de ser así,
se opondría a lo previsto por el artículo mencionado 1390 Bis 8, al infringirse los principios
de oralidad, inmediación y concentración, así como el de seguridad jurídica, pues si bien
debe atenderse al principio de justicia expedita, éste no puede prevalecer sobre aquél.

TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL DÉCIMO SEGUNDO
CIRCUITO.

Amparo directo 429/2016. 14 de octubre de 2016. Mayoría de votos. Disidente: Ramona
Manuela Campos Sauceda. Ponente: Gabriel Fernández Martínez. Secretaria: Jessica
Elizabeth Tejeda López.

Nota: El criterio contenido en esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción
de tesis 391/2016, pendiente de resolverse por la Primera Sala.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN EN EL JUICIO ORAL MERCANTIL. CUANDO
EN LA AUDIENCIA EL JUEZ RECIBE Y DESAHOGA LAS PRUEBAS Y EN SU
AUSENCIA POR VACACIONES EL SECRETARIO LAS VALORA Y DICTA
SENTENCIA, SE TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE INMEDIACIÓN, PREVISTO
EN EL ARTÍCULO 1390 BIS 2 DEL CÓDIGO DE COMERCIO. La inmediación es
un principio que rige el juicio oral mercantil, que indica que toda audiencia se desarrollará
íntegramente en presencia del Juez, lo que no podrá ser delegado en persona alguna,
especialmente, tratándose de admisión, desahogo, valoración de pruebas, ni la emisión y
explicación de las sentencias, como se obtiene del contenido de los artículos 1390 Bis 38 y
1390 Bis 39; es decir, sólo el Juez podrá y deberá presidir las audiencias del juicio oral
mercantil, así como dictar la sentencia correspondiente; por tanto, es una facultad
indelegable. Cabe precisar que el legislador secundario fue puntual en señalar que la
adopción del sistema oral en materia mercantil era una necesidad ante el dinamismo social
y las exigencias propias de los tiempos actuales; todo con tal de mejorar el sistema de
impartición de justicia y lograr que sea de manera pronta y expedita. Puntualizó que en la
estructura normativa de la propuesta nunca dejan de observarse los principios de oralidad,
publicidad, igualdad, inmediación, contradicción, continuidad y concentración. En diverso
apartado destacó la importancia de la "intervención directa del Juez"; entonces, es claro que
un principio que rige a los juicios orales mercantiles es el de inmediación;
consecuentemente, éste exige la relación directa del Juez con las partes y los elementos de
prueba que él debe valorar para formar su convicción. Así, dicho principio indica la
presencia necesaria y continua del Juez en todas las fases del proceso, lo que se intensifica
más en relación con la recepción, desahogo y valoración de pruebas para el dictado de la
sentencia; por lo que si el Juez oral mercantil de cuantía menor recibe y desahoga las
pruebas y en su ausencia por vacaciones el secretario las valora y dicta sentencia, viola el
señalado principio, contenido y explicado en los artículos 1390 Bis 2, 1390 Bis 38 y 1390
Bis 39 citados.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 410/2016. Mónica Topete López. 14 de octubre de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: José Angel Máttar Oliva. Secretario: Sergio Adolfo Peniche Quintal.

Esta tesis se publicó el viernes 24 de febrero de 2017 a las 10:26 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.
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“AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LA INTERLOCUTORIA
DICTADA EN UN JUICIO ORDINARIO QUE ORDENA SU INTERRUPCIÓN
HASTA QUE SE CUMPLA UNA DETERMINADA CONDICIÓN PROCESAL
[APLICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 48/2016 (10a.)]. La fracción V del
artículo 107 de la Ley de Amparo prevé que el juicio en la vía indirecta procede contra
actos en el juicio cuyos efectos sean de imposible reparación, entendiéndose por éstos, los
que afecten materialmente derechos sustantivos tutelados en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano
sea Parte, es decir, aquellos cuyas consecuencias sean de tal gravedad, que impidan en
forma actual el ejercicio de un derecho y no únicamente cuando produzcan una lesión
jurídica de naturaleza formal o adjetiva. Por su parte, al interpretar dicho precepto, la
Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J.
48/2016 (10a.), consultable en el Semanario Judicial de la Federación publicado el viernes
6 de mayo de 2016, y en la página 1086 del Libro 30, Tomo II, mayo de 2016, Décima
Época de la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, de título y subtítulo:
"AMPARO INDIRECTO. POR REGLA GENERAL, ES NOTORIAMENTE
IMPROCEDENTE EL INTERPUESTO POR UNA DE LAS PARTES EN EL JUICIO
NATURAL, CONTRA LA OMISIÓN DE LA AUTORIDAD JURISDICCIONAL DE
ACORDAR PROMOCIONES O DE PROSEGUIR EN TIEMPO CON EL JUICIO, AL
TRATARSE DE UNA VIOLACIÓN INTRAPROCESAL QUE NO AFECTA
DERECHOS SUSTANTIVOS.", resolvió que la regla general relativa al desechamiento de
la demanda de amparo que se promueva contra actos de naturaleza adjetiva, tiene como
excepción los actos surgidos dentro de un procedimiento jurisdiccional, cuando el juzgador
observa que con su pronunciamiento se causa una abierta dilación del procedimiento o,
incluso, su paralización total. Por tanto, un supuesto de excepción equiparable al
mencionado ocurre cuando en un juicio ordinario se dicta una interlocutoria que ordena su
interrupción hasta que se cumpla una determinada condición procesal, por ejemplo, en el
caso de que un incidente de nulidad de actuaciones se declare procedente y se ordene
suspender el juicio hasta que una de las partes comparezca a designar nuevo representante,
o bien, ratifique todo lo actuado por la persona que indebidamente se ostentó como su
apoderado, en virtud de que dicha paralización constituye una infracción directa e
inmediata al derecho sustantivo fundamental a la impartición de justicia pronta y expedita,
contenido en el artículo 17 constitucional, pues dicha resolución impide que se resuelva en
definitiva el juicio hasta que se acate lo determinado.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO
SEXTO CIRCUITO.
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Queja 87/2016. Ma. Isabel Paredes Morales. 1 de septiembre de 2016. Unanimidad de
votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretario: Javier Cruz Vázquez.

Nota: Esta tesis es objeto de la denuncia relativa a la contradicción de tesis 84/2017,
pendiente de resolverse por la Primera Sala.

Esta tesis se publicó el viernes 17 de febrero de 2017 a las 10:19 horas en el Semanario
Judicial de la Federación.


